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SUGERENCIAS
La Comisión de Empleo y Asuntos Sociales pide a la Comisión de Agricultura y Desarrollo Rural, competente para el fondo, que incorpore las siguientes sugerencias en la propuesta de Resolución que apruebe:
A.
Considerando que las zonas rurales representan más del 77 % del territorio de la Unión y que en ellas muchos puestos de trabajo están vinculados a la agricultura y a la industria agroalimentaria;
B.
Considerando que, en conjunto, la agricultura y la industria agroalimentaria representan el 6 % del PIB de la Unión, 15 millones de empresas y 46 millones de puestos de trabajo;
C.
Considerando que el marco universal que proporcionan los sistemas de la Evaluación de la Sostenibilidad para la Agricultura y la Alimentación (SAFA) fue desarrollado por la FAO;
D.
Considerando que el Fondo Europeo Agrícola de Desarrollo Rural (Feader) presta ayuda a medio plazo para vivienda, atención sanitaria, educación y empleo en las zonas rurales a las comunidades marginadas; que el Feader puede tener en cuenta las necesidades específicas de los refugiados y emplearse para la formación profesional y la adquisición de competencias en los distintos ámbitos de actividad de las zonas rurales;
E.
Considerando que el potencial de las mujeres que trabajan en una empresa o que gestionan una empresa en las zonas agrícolas y rurales debe ser examinado, registrado y promovido en todas las políticas de la Unión y no penalizado por ninguna de ellas, ya que esta es la condición necesaria para que las mujeres puedan ser artífices del desarrollo y la innovación, ayudando a todo el sector a superar la crisis; que las mujeres deben implicarse en los planes de desarrollo del sector a escala local y regional, de modo que estos puedan aprovechar sus necesidades, experiencias y enfoques, y que, por lo tanto, las mujeres deben contar con las competencias necesarias para participar activamente en su concepción;
F.
Considerando que cambios demográficos como el envejecimiento de la población y los flujos migratorios podrían ser un factor importante en el desarrollo de las zonas rurales desfavorecidas o montañosas afectadas por la despoblación o el envejecimiento de la población;
1.
Subraya la importancia de la agricultura y del sector agroalimentario para la cohesión social y territorial debido a su contribución a un crecimiento económico sostenible, la creación de un empleo de calidad y el mantenimiento de las comunidades rurales; destaca la necesidad de mantener el presupuesto de la PAC y de reforzar su función económica y social, prestando particular atención a la microagricultura y a la agricultura a pequeña escala y teniendo en cuenta las especificidades regionales; hace hincapié en que la eficiente aplicación de la PAC debe contribuir a la inclusión social en las zonas rurales, a unas condiciones de vida y trabajo dignas y a buenas perspectivas de futuro;
2.
Apoya el amplio desarrollo de las indicaciones geográficas para proteger la especificidad regional y la diversidad cultural de los territorios, dado que representan un capital imprescindible para la creación de empleos de calidad en el medio rural;
3.
Apoya un enfoque coordinado entre el segundo pilar de la PAC y otros fondos de la Unión con objeto de reforzar su eficacia y evitar ineficiencias o duplicaciones; destaca las sinergias con el Fondo Social Europeo, que no presta apoyo financiero directo a los agricultores pero que puede utilizarse para apoyar acciones de formación y adaptación a los cambios en la agricultura y en la economía rural, así como la inclusión social y la lucha contra la pobreza; subraya la importancia de la participación de las administraciones locales y regionales, y de otros actores comunitarios pertinentes, en la concepción y gestión de las políticas rurales, así como de una mejor formación de las administraciones que tratan cuestiones relacionadas con los fondos europeos;
4.
Insiste en la importancia de la cohesión territorial en la Unión, que debe garantizarse mediante la aplicación de políticas de desarrollo económico adaptadas a los retos del mundo rural; subraya la fuerte conexión que existe entre los sistemas rurales, las pequeñas comunidades y los municipios, y pide una mejor sinergia entre los instrumentos de la política de cohesión y la PAC; subraya la importancia de la inversión territorial integrada y del desarrollo local participativo a este respecto; considera que la «reterritorialización»
, allí donde tradicionalmente han existido vínculos entre el empleo y la agricultura en un territorio dado, ha de apoyarse a fin de mantener el dinamismo de las zonas rurales y volver a generar empleo;
5.
Pide a los Estados miembros que doten de recursos adecuados a la iniciativa Leader, dado el éxito que ha cosechado en la creación de empleo en zonas rurales;
6.
Considera que una PAC orientada al mercado genera volatilidad de los precios y exceso de competencia, lo que tiene un efecto negativo en las rentas rurales y el empleo, como ha puesto de manifiesto la situación de crisis en el sector lácteo tras la desaparición del régimen de cuotas; pide a la Comisión y a los Estados miembros que garanticen unos precios que tengan debidamente en cuenta el trabajo realizado por los productores, a fin de asegurar un nivel de vida digno para estos y para sus trabajadores, también mediante medidas destinadas a garantizar el suministro; comparte las preocupaciones por el posible impacto negativo en la mano de obra agrícola de los acuerdos de libre comercio que se están negociando actualmente, como la Asociación Transatlántica de Comercio e Inversión, e insta a la Comisión a que evalúe su impacto en la agricultura; observa que el alto nivel de seguridad alimentaria en la Unión y las normas en materia de salud y bienestar animal, que son esenciales para garantizar la confianza de los consumidores de la Unión, no se deben poner en peligro ni debe negociarse su eliminación mediante acuerdos comerciales;
7.
Pide compensaciones adecuadas para los sectores y países que ya se encuentran en situación de riesgo tras el embargo ruso o como consecuencia de los actuales acuerdos de libre comercio, como los celebrados con Túnez y Marruecos;
8.
Pide a todos los Estados miembros, en el contexto actual marcado por el embargo ruso, la disminución de la demanda, el fin de las cuotas lecheras, el hundimiento de los precios, el aumento de los costes de producción, una competencia exacerbada y desafíos medioambientales, que reflexionen sobre el modo de mejorar la competitividad de su agricultura, para que pueda generar empleo y un valor añadido repartido de forma equitativa en el sector agrícola y agroalimentario, en particular en el caso de la producción artesanal y a pequeña escala; destaca la importancia, en este marco, de garantizar el mantenimiento de las explotaciones agrícolas en los territorios, reconociendo su carácter multifuncional, pues, además de su función principal de producir materias primas agrícolas, desempeñan otras funciones importantes, como la preservación del medio ambiente y la contribución a la vitalidad de las zonas rurales y al equilibrio del desarrollo territorial;
9.
Señala que el desarrollo económico de las zonas rurales también debe ser considerado en el contexto de su desarrollo social y demográfico, y que ha de tenerse debidamente en cuenta la adopción de medidas para ayudar a las familias y facilitar la conciliación entre la vida familiar y la profesional;
10.
Hace hincapié en la necesidad de apoyar una agricultura y unos sistemas alimentarios sostenibles, especialmente la agricultura ecológica, así como la gestión sostenible del suelo, el agua y la biodiversidad, a fin de preservar y crear un empleo digno en el sector agrícola y una economía rural próspera, tendiendo al mismo tiempo a una mayor sostenibilidad y a la eliminación del uso de pesticidas;
11.
Destaca que la agricultura europea atraviesa actualmente una crisis sin precedentes que acarrea el empobrecimiento de los agricultores, el riesgo de quiebras y un número creciente de suicidios; pide a la Comisión que evalúe el impacto social de esta crisis, en particular en términos de destrucción de empleo en las zonas rurales;
12.
Pide que se fortalezcan las organizaciones de productores, que desempeñan un papel fundamental en la defensa de los intereses de los pequeños agricultores y de las explotaciones familiares en particular, potenciando su intervención en el apoyo social a los profesionales del sector;
13.
Insta a la Comisión y a los Estados miembros a que apoyen a las empresas y las cooperativas de la economía social, incluida la agricultura social
, con objeto de fomentar la integración social y el empleo en las zonas rurales; toma nota de las acciones emprendidas en el marco de la iniciativa en favor del emprendimiento social y pide a la Comisión que fomente la contribución de la economía social al desarrollo rural a través de un plan de acción para la economía social;
14.
Insta a poner fin a las prácticas abusivas de los grandes grupos distribuidores de alimentos de la cadena de suministro con el fin de asegurar un precio justo a los agricultores que garantice el potencial de generación de empleo que tiene la agricultura en las zonas rurales;
15.
Muestra su preocupación por el hecho de que actualmente el primer pilar de la PAC favorece a los grandes productores agrícolas, lo que conduce a una concentración extrema del mercado y a la falta de incentivos al empleo en los sectores respectivos; pide, por tanto, que se adopten medidas urgentes a este respecto;
16.
Pide un sólido primer pilar de la PAC que promueva una producción sostenible, un empleo de calidad, explotaciones agrícolas rentables y rentas dignas, así como el respeto de los convenios colectivos pertinentes y de la legislación en materia social y laboral sin imponer nuevas cargas a los agricultores;
17.
Pide a los Estados miembros que transpongan a la legislación nacional la Directiva 2014/36/UE relativa a los trabajadores temporeros; pide a los Estados miembros que garanticen la correcta aplicación de la mencionada Directiva y a la Comisión que, antes de septiembre de 2019, elabore un informe sobre la situación en que se encuentra su aplicación; pide a la Comisión que analice el alcance de los sistemas de contratación ilegal en la Unión mediante investigaciones, encuestas y datos estadísticos, especialmente en las regiones europeas en las que están más extendidos el trabajo no declarado y la explotación en las actividades agrarias; subraya la necesidad de implantar instrumentos eficaces, como inspecciones y controles adecuados, para garantizar que los trabajadores temporeros de todas las regiones de la Unión tengan un empleo y condiciones de vida dignos, especialmente donde este fenómeno sea más relevante, y hace hincapié en la necesidad de respetar los derechos laborales, las normas del trabajo y unas condiciones de trabajo de elevada calidad en general;
18.
Acoge con satisfacción las medidas de simplificación de la PAC aplicadas hasta la fecha, pero pide a la Comisión que siga elaborando y aplicando medidas dirigidas a introducir proporcionalidad y flexibilidad en relación con la carga administrativa de la PAC; considera que esto es beneficioso para los agricultores y para el buen funcionamiento de la PAC en su conjunto;
19.
Subraya que el apoyo al desarrollo demográfico y al trato favorable a las familias en las zonas rurales ya es un objetivo de la PAC en el que debe hacerse mayor hincapié, también en relación con cuestiones asociadas al mercado laboral;
20.
Solicita a la Comisión la introducción de los indicadores propuestos por la FAO en su Evaluación de la Sostenibilidad para la Agricultura y la Alimentación (SAFA), especialmente los orientados al empleo y el bienestar social;
21.
Subraya que las empresas agrícolas deben cumplir la legislación nacional en materia social y de empleo; considera que la introducción de condicionalidades adicionales en los pagos del primer pilar de la PAC aumentaría significativamente la carga administrativa de los agricultores y limitaría su potencial de creación de empleo;
22.
Pide una mayor relevancia de los interlocutores sociales y de las autoridades responsables de la gestión así como, cuando proceda, de las organizaciones de la sociedad civil en el desarrollo y la aplicación de la política agrícola con miras a crear puestos de trabajo de calidad, garantizar el respeto de la legislación laboral, luchar contra el trabajo no declarado, garantizar normas laborales de elevado nivel en materia de salud y seguridad y fomentar la integración social y económica de todos los trabajadores rurales, incluidos los refugiados, los trabajadores migrantes y los temporeros;
23.
Subraya la necesidad de promover medidas y políticas activas que pongan de relieve el papel positivo que tiene la migración a la hora de impulsar el crecimiento económico y fomentar la cohesión social en las zonas rurales;
24.
Hace hincapié en la importancia de que los agricultores y otros trabajadores agrícolas, especialmente los jóvenes que se incorporan al mercado laboral, reciban una formación profesional de calidad que incluya la formación de aprendices y la adquisición de competencias, incluidas competencias en materia de TIC, para que sean capaces de adaptarse a los cambios en la agricultura y el sector agroalimentario en un entorno mundial cambiante al tiempo que se garantiza una producción de alimentos suficiente y de alta calidad;
25.
Hace hincapié en que el acceso a las infraestructuras TIC y la implantación de la cobertura de banda ancha en las zonas rurales, así como la formación en competencias digitales, son esenciales para la modernización de las explotaciones agrícolas y la mejora del aprendizaje permanente de los trabajadores agrícolas y los agricultores, así como para la creación de puestos de trabajo y de empresas en las zonas rurales;
26.
Hace hincapié en la necesidad del desarrollo digital en las zonas rurales como un elemento clave para la creación de más puestos de trabajo sostenibles, así como en la necesidad de un concepto de «aldea digital» que vaya mucho más allá de la infraestructura de banda ancha;
27.
Alienta a los Estados miembros a que promuevan entre los jóvenes agricultores en formación el programa ERASMUS+, en particular el capítulo dedicado a los aprendices, a fin de estimularlos a adquirir nuevas competencias técnicas y lingüísticas en el extranjero;
28.
Hace hincapié en los beneficios concretos que ofrecen el aprendizaje en el trabajo y la formación de aprendices en las zonas rurales, que suelen tener una elevada tasa de desempleo y en las que el acceso a los centros de formación es limitado;
29.
Recuerda que cada año disminuye la superficie de tierras agrícolas en la Unión; hace hincapié en que el mantenimiento de la superficie cultivada es indispensable para el mantenimiento del empleo en las zonas rurales; solicita a los Estados miembros que compartan buenas prácticas y desarrollen instrumentos adicionales para permitir el acceso a la tierra en las zonas rurales con elevado desempleo, no solo, por ejemplo, a través de la propiedad sino también mediante el usufructo y la gestión participativa del suelo agrícola, de conformidad con las prácticas nacionales; destaca, en este contexto, que la mejora del acceso a la tierra mediante instrumentos como bancos de tierras, la recuperación de terrenos abandonados, la creación de cooperativas sociales, las subvenciones públicas y un mejor acceso a créditos contribuirán al empleo agrícola, en particular de los jóvenes y las mujeres; recuerda que son esenciales medidas que permitan la renovación generacional y la instalación de los jóvenes agricultores;
30.
Recuerda que, como promedio, los agricultores europeos solo poseen doce hectáreas de tierra y que el 70 % de las explotaciones agrícolas tiene una superficie inferior a cinco hectáreas; señala que, debido a sus dimensiones y estructura, las explotaciones agrícolas no siempre pueden contratar trabajadores a tiempo completo ni trabajadores altamente cualificados; insta, por consiguiente, a la Comisión Europea y a los Estados miembros a que adopten medidas que promuevan las agrupaciones de empleadores;
31.
Destaca la importancia de que se establezcan mecanismos para facilitar la transmisión de las explotaciones agrícolas, habida cuenta de que a menudo tienen un valor patrimonial importante;
32.
Opina que las actividades agrícolas, y especialmente las explotaciones agrícolas familiares, constituyen la influencia más importante y única para preservar la estructura económica y social de las zonas rurales; opina, a este respecto, que las explotaciones familiares lograrían ser cada vez más sostenibles al incentivar la consolidación de las empresas agrícolas existentes y maximizar el consiguiente empleo en las zonas locales;
33.
Toma nota de la contribución esencial realizada por las mujeres a la economía rural; Expresa su preocupación por la baja participación de las mujeres en el empleo rural y agrícola, ya que representan el 45 % de la población activa pese a constituir el 50 % de la población; resalta que las mujeres sufren desproporcionadamente de condiciones laborales precarias y condiciones de empleo atípicas; subraya que la situación es aún más grave en el acceso a la propiedad agrícola, ya que solo un 29 % de la tierra está en manos de mujeres
; insta a que se aborde la brecha de género en las zonas rurales con el fin de mejorar las condiciones de trabajo de las mujeres y su acceso a la tierra; señala que, en las zonas rurales, la diferencia de remuneración entre hombres y mujeres es un 10 % superior que en otras partes; pone de relieve la necesidad de adoptar un enfoque de género en las políticas agrarias y rurales de la Unión; señala, en este sentido, la importancia de estadísticas actualizadas sobre la propiedad agrícola y el empleo de las mujeres en las zonas rurales;
34.
Pide que se defienda el derecho a servicios públicos como escuelas y centros sanitarios en las zonas rurales y las pequeñas comunidades de montaña a fin de que sigan siendo dinámicas y atractivas, que se mantengan los puestos de trabajo existentes al tiempo que se crean puestos nuevos y que se ponga fin al problema de la despoblación en las zonas rurales alentando a las personas a instalarse y permanecer en ellas; observa que soluciones innovadoras, como las plataformas multimodales, que facilitan un acceso rápido y eficaz a los servicios por parte de la población rural, pueden contribuir a proteger el acceso a los servicios públicos; apoya la creación de regímenes de renta mínima a escala de los Estados miembros para garantizar ingresos dignos a los habitantes de las zonas rurales y promover la cohesión social en todos los Estados miembros, dada la elevada tasa de pobreza y exclusión social que se registra en las zonas rurales.
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